
F  Alejandro Miguel y otro s/ incidente de incompetencia                                                                                    
CSJ 1461/2023/CS1                                                 

 

Ministerio Público 

Procuración General de la Nación 

 

 

S u p r e m a   C o r t  e:  

    Entre el Juzgado de Garantías Nº 3, del departamento 

judicial de La Plata, y el Juzgado Federal N° 3 de esa sección, ambos de la provincia de 

Buenos Aires, se suscitó la presente contienda negativa de competencia en la causa 

iniciada por denuncia de Mario Augusto C  en su carácter de presidente de la 

A  I C  contra la firma B  S.A., dedicada al transporte y 

tratamiento de residuos orgánicos y biológicos, en tanto incumpliría los requerimientos 

legales para su habilitación y tendría una gestión deficiente de su planta operadora que 

podría importar una infracción a la ley 24.051, por la posible contaminación del suelo, de 

las aguas subterráneas y los arroyos aledaños a raíz de la disposición inadecuada de 

nitratos, residuos especiales, industriales y sólidos urbanos, como también por la filtración 

de lixiviados en una zona de recarga de acuíferos. 

    El magistrado provincial declinó su competencia a favor 

de la justicia federal con fundamento en el artículo 58 de la ley 24.051 e hizo mención de 

la trascendencia de los límites locales (resolución del 7 de junio de 2023).  

    El juzgado federal rechazó esa atribución por prematura al 

compartir los fundamentos de la fiscalía en el sentido de que no se contaría con una 

investigación adecuada y suficiente para dar precisión a los hechos y dirimir la 

competencia (resolución del 10 de julio de 2023). 

    Con la insistencia del declinante y la elevación del legajo a 

la Corte, quedó formalmente trabada esta contienda (resolución del 16 de julio de 2023). 

    El Tribunal tiene dicho que la ley 24.051 delimita su 

aplicación, y por ende la competencia federal, a aquellos sucesos que puedan afectar a las 

personas o el ambiente más allá de la frontera de la provincia en que se hubiesen generado 

y que de la lectura de la ley 25.675 se concluye que la regla es la competencia ordinaria y 

la excepción, la competencia federal para aquellos casos en que, efectivamente, se 



verifique una afectación interjurisdiccional (Fallos: 343:396), y sea demostrada con un 

grado de convicción suficiente (Comp. N° 588, L. XLVII, in re “Quevedo, Carlos Alberto 

s/ demanda”, resuelta el 19 de junio de 2012, y todas sus citas; en igual sentido v. Comp. 

N° 285, L. XLVII de la misma fecha y Comp. N° 802, L. XLVII, rta. el 7 de agosto de 

2012, Fallos: 323:163). 

    En ese contexto cabe señalar que de las constancias 

reseñadas por el magistrado declinante no se advierte, al menos de momento, que en el 

caso se verifique un supuesto de interjurisdiccionalidad que autorice el conocimiento de 

la justicia de excepción, en tanto se trataría de un predio cercano a la localidad de Poblet, 

por el que cruza el arroyo provincial Los Difuntos, sin que se hayan agregado constancias 

relativas al análisis de los presuntos residuos peligrosos por parte de expertos en la materia, 

de manera de poder evaluar el eventual impacto ambiental y su trascendencia fuera de los 

límites locales en los términos de la jurisprudencia de la Corte (Fallos: 345:416). 

    En tales condiciones, toda vez que la actividad 

presuntamente generadora del daño ambiental denunciado se produce en el ámbito de la 

provincia de Buenos Aires, entiendo que a las autoridades locales corresponde valorar y 

juzgar si ello afecta aspectos propios del derecho provincial, como lo es todo lo 

concerniente a la protección del medio ambiente (conf. Fallos: 343:463). 

    Observo, finalmente, que la denunciada es una empresa 

habilitada por la provincia para el tratamiento de residuos y las referencias de la fiscalía al 

solicitar el cese parcial de actividades, que originó la declinatoria, remiten al 

incumplimiento de leyes y disposiciones provinciales sobre la protección del medio 

ambiente; e inclusive se consideró la hipótesis delictiva del incumplimiento de los deberes 

de funcionario público en tanto el Ministerio de Ambiente de la provincia habría 

incumplido su papel como autoridad de contralor.  
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    Por todo ello, y sin perjuicio de cuanto resulte con 

posterioridad, opino que corresponde a la justicia provincial, que además previno, 

proseguir la investigación. 

    Buenos Aires, 27 de febrero de 2024. 
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